Carátula 


(Ingresan a Sala el Presidente de la Agencia Nacional de Vivienda, economista Carlos 
Mendive, y autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial da la bienvenida a la 
delegación de la Agencia Nacional de Vivienda. Junto con ellos en este ámbito ya habíamos iniciado el 
estudio del proyecto de ley de Promoción de la Vivienda de Interés Social, por lo que corresponde 
continuar ahora con su discusión. Si bien no pude estar presente en esa instancia, sé que su análisis 
había avanzado en el tratamiento del Capítulo |. 


SEÑOR SIRI.- Quiero aclarar que al Presidente de la Agencia Nacional de Vivienda también lo 
acompañan quien habla, Gerardo Siri, Director General de Secretaría y el doctor Traversa, Asesor 
Jurídico, ambos pertenecientes al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, quisiera saber si los integrantes de la Comisión desean realizar 
algunas observaciones sobre el Capítulo l, al que nos referimos en la sesión anterior, porque entre 
nosotros se encuentra el contador Eibe, quien es especialista en este tema. 


SEÑOR CHIRUCHI.- A las sesiones anteriores lamentablemente no pude concurrir, y por esa razón 
tengo algunas dudas sobre el Capítulo |. De todas maneras, me parece que lo más atinado sería 
continuar con la consideración del Capítulo Il, Fondo de Garantía de los Créditos Hipotecarios, y luego, 
en Comisión, haremos el análisis puntual para prepararnos para votar cada uno de los artículos. No me 
parece que sea oportuno que hoy nos enfrasquemos en la discusión del Capítulo |. Reitero que albergo 
algunas dudas, pero no tengo muy afinado el tema. Por tal razón, creo que es pertinente que nuestros 
visitantes nos informen sobre el Capítulo 11. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, continuamos con la consideración del Capítulo ll 
SEÑOR MENDIVE.- Vamos a hacer una recapitulación de la presentación del Capítulo Il. 


Este Capítulo tiene que ver con el Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios. Se trata de un 
Fondo que se constituye como un patrimonio de afectación independiente, previsto en el artículo 8%, a 
ser administrado por la Agencia Nacional de Vivienda. Su finalidad es otorgar garantías parciales para 
la concesión de créditos hipotecarios destinados a personas físicas para la adquisición de viviendas de 
interés social, siempre que esta revista la calidad de primera vivienda del sujeto del crédito. El objetivo 
-política pública- es facilitar el acceso al crédito hipotecario para la adquisición de vivienda, reduciendo 
el ahorro previo. Se identifica desde la política pública que una de las mayores restricciones que 
existen para el acceso a la vivienda es, justamente, el esfuerzo que tiene que hacer el hogar para 
ahorrar un 30% o un 20% del valor de la vivienda. Con este mecanismo estaríamos cubriendo 
parcialmente el riesgo adicional que toma el Banco de prestar más del 70% de la vivienda, que hoy 
sería de hasta el 90% de su valor. Esta cobertura de riesgo parcial permitiría que en este caso el hogar 
ahorrara un 10%, pero esto siempre sujeto a que se trate de vivienda de interés social y que la persona 
sea primer adquirente. Identificando esta restricción de ahorro es que se crea este Fondo de Garantía. 
El sujeto garantizado es el Banco, que puede trasladarle a quien adquiere el crédito hipotecario el pago 
de una prima. En conclusión, llegamos a un diseño que permite que el Banco pueda reclamar al deudor 
por incumplimiento el pago de la garantía por un porcentaje del saldo adeudado, hasta que amortice el 
70% del valor de la vivienda. Eso nos da como resultado -y está previsto en el artículo 9”- que el Fondo 
Nacional de Vivienda pueda fondear este instrumento con unos US$ 6:000.000, que podamos otorgar 
594 avales por año y facilitar a la población el acceso a la vivienda de interés social. A grandes rasgos, 
esta es la presentación del instrumento. 


En cuanto a la prima, la idea que tenemos es que el pago se haría at front, es decir, al 
comienzo del crédito, por lo que no se volcaría paulatinamente al Fondo de Garantía lo cobrado por las 
cuotas. Estimamos que para un préstamo hipotecario con un 90% del valor de la vivienda, a veinticinco 
años y una tasa de interés del 6% en unidades indexadas, representaría un 4% adicional al préstamo. 
Ese monto lo paga la entidad financiera y luego se le cobra a quien toma esta garantía a lo largo del 


préstamo. Eso representa una tasa adicional del 0,24 % sobre la tasa original del préstamo del 6 %, 
siempre que hablemos de préstamos en unidades indexadas; en general esa es la lógica utilizada. 


En ese sentido, consideramos importante el hecho de que aquí se cubra parcialmente un 
riesgo adicional del Banco, que presta más del 70%, pero continúa haciéndose cargo de la mayoría del 
riesgo crediticio de la operación. Hay un diseño que permite mitigar ese riesgo moral de que el Banco 
preste más allá de lo que estaría dispuesto. Se cubre el riesgo de prestar más del 70%, ya que el resto 
del riesgo es asumido por el Banco. Hay que tener muy en cuenta este aspecto porque son las 
instituciones de intermediación financiera las que deben evaluar al sujeto de crédito y cargan el mayor 
riesgo. Al parecer, con esta cadencia de un fondeo inicial de US$ 6:000.000 se podrían otorgar 594 
avales al año, con una cobertura inicial del 50% por parte del Fondo del total de lo prestado, es decir, 
un apalancamiento de dos a uno bastante conservador, porque se trata de una experiencia nueva. 
Inicialmente se otorga al Banco una garantía muy importante de que el fondeo está ahí para responder 
ante cualquier requerimiento de desembolso del aval. A su vez, los modelos actuariales que hemos 
desarrollado incorporan la estimación del riesgo sistémico, o sea, el riesgo que se produce en toda la 
economía y que puede impactar en el incumplimiento de los créditos hipotecarios para vivienda. Este 
es uno de los temas más delicados en el diseño de este tipo de instrumento. Estimamos que por este 
mecanismo, actuando con ese fondeo inicial y dando una cantidad de aproximadamente 600 avales 
por año, el Fondo estaría teniendo una exposición máxima de casi US$ 29:000.000, que es una cifra 
muy manejable en caso de que hubiera que aportar más recursos. Por eso decimos que en primer 
lugar se trata de una propuesta de estructuración conservadora para la que, necesariamente, hay que 
ir estudiando cómo se da la evolución de la morosidad e incorporando al mismo tiempo los ciclos 
económicos. Quizás al principio uno puede engañarse pensando que el mecanismo funciona muy bien 
porque la etapa del ciclo económico es buena y, por lo tanto, la morosidad es baja. Para levantar los 
niveles de apalancamiento y pasar de un dos a un tres, como actualmente ha ocurrido en el sistema 
de garantías para préstamos a microemprendimientos, es necesario esperar un poco más de tiempo 
porque hay que estudiar cómo se comporta el Fondo en casos de situaciones de crisis económica en el 
país. 


Esta es, en general, la presentación del tema que creo complementa lo que habíamos 
expuesto a través de una transparencia en la primera sesión de esta Comisión, cuando se analizó el 
proyecto en general. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Simplemente quisiera conocer el plazo de amortización para el préstamo 
otorgado. 


SEÑOR MENDIVE.- La cobertura varía según el porcentaje del préstamo que se otorga sobre el valor 
de la vivienda y que puede ir de un 75% a un 90%, dependiendo de la tasa de interés y del plazo. Por 
ejemplo, tenemos que para un préstamo que otorga el 90% del valor de la vivienda a 25 años de plazo, 
la cobertura por este mecanismo llegaría hasta los primeros 10 años. Si en cambio se presta hasta un 
80% del valor de la vivienda, la cobertura llegaría hasta los primeros 6 años. Lo importante de este 
Fondo es que cubre el riesgo adicional al principio de la vida del crédito, que es cuando se producen 
los riesgos más importantes de un préstamo hipotecario para vivienda. 


SEÑOR CHIRUCHI.- He analizado algunos números sin saber todavía cuánto era el plazo de 
amortización. Estuve leyendo hoy de mañana y también ahora de tarde toda la documentación que me 
han suministrado y he visto que se está hablando de viviendas de hasta US$ 80.000 o US$ 84.000 
aproximadamente, de acuerdo con la información que se me proporcionó. En esto hay un componente 
de subsidio para el financiamiento de la vivienda. Si consideramos la amortización de 10 años, vemos 
que la cifra es de US$ 60.000, es decir que estamos hablando de unos US$ 500 mensuales 
para quien adquiere la vivienda. Nos referimos a una vivienda de interés social para un núcleo familiar 
con un ingreso superior a US$ 2.000, si tomamos en cuenta que el máximo del ingreso destinado al 
pago de la vivienda no puede superar el 25%. 


SEÑOR MENDIVE.- Quisiera aclarar cómo actúa el Fondo de Garantía. Cuando decimos que el Fondo 
cubre durante diez años, estamos hablando de un préstamo hipotecario que se da en un plazo de 25 
años, pero la cobertura del Fondo de Garantía se extiende hasta que el préstamo amortiza el 70% del 
valor de la vivienda. En un préstamo que otorga el 90% del valor de la vivienda, a 25 años y a una tasa 


del 6% en U.!., la cobertura alcanza a amortizar -claro está, si paga correctamente hasta el 70% del 
valor de la vivienda- recién al año 10. Luego el crédito continúa pero, reitero, este Fondo estaría 
cubriendo un porcentaje del saldo adeudado hasta el año 10. 


Respecto a qué viviendas se aplica, podemos decir lo siguiente. Se destina a viviendas de 
interés social definidas por la Ley de Vivienda; se trata de las viviendas medias y económicas en las 
que, por ley, se establece un límite de metraje por cada una según el número de dormitorios, y un valor. 
Actualmente estamos estudiando detenidamente ese valor, aplicando diferentes metodologías para 
llegar a una cifra consistente. Esto está enrabado con el Capítulo l, relativo a quiénes se aplica la 
exoneración tributaria. Estamos estudiando el tema e hicimos una aproximación preliminar. En todas 
las instancias dimos cuenta de que era preliminar, a efectos de dar una idea del entorno de 800.000 
U.I. Actualmente 800.000 U.I. pueden estar representando US$ 86.000 u US$ 87.000, según el tipo 
de cambio y el valor de la U.l. Manejamos una cifra de ese entorno, pero no quiere decir que sea 
definitiva. Estamos aplicando diferentes metodologías que también den cuenta de una realidad de 
mercado. No podemos estudiar en un escritorio cuáles son los costos aplicando una tasa de retorno o 
ganancia de esa inversión que luego puede no resultar atractiva para ningún inversor. Es por eso que 
hemos presentado la cifra de US$ 86.000 en diferentes ámbitos, de modo de ir avanzando e 
intercambiando opiniones con los distintos actores que van a formar parte de este sistema. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Quisiera plantear una duda que sé que existe a nivel de la Comisión, pues fue 
expresada en reuniones anteriores. Hace unos momentos comentaba al señor Senador Lorier que no 
tenía claro lo que se entiende por vivienda de interés social, pero esa duda recién se nos acaba de 
despejar. 


Otra gran inquietud -sé que es muy fuerte lo que voy a decir- tiene que ver con el hecho de 
que el subsidio o la exoneración impositiva o tributaria no favorezca solamente a la empresa privada, 
sino que sería conveniente buscar fórmulas para que efectivamente llegue a quien adquiere o alquila la 
vivienda. Ese es un gran problema que va a existir; me refiero a que no se transforme en un negocio 
para la industria y que ese beneficio que otorga la sociedad uruguaya a través del subsidio o 
exoneración de impuestos, se traslade a la población y no a la empresa. 


SEÑOR MENDIVE.- En este tema el punto es analizar estos instrumentos en una globalidad: una 
propuesta de política habitacional hacia sectores de ingresos medios y medios bajos. Estos 
instrumentos van hacia sectores que tienen una cierta capacidad de repago, pero hay otro componente 
muy importante de la política habitacional destinado a sectores de menores ingresos donde es 
necesaria la inversión del Estado en un 100% y no hay otra alternativa. Mediante esta propuesta se 
busca llegar con una batería de instrumentos y no solamente con la exoneración tributaria. 
Precisamente, esta exoneración tributaria, que es un subsidio a la oferta, se enmarca en una serie de 
instrumentos que también tienen que ver con el subsidio a la demanda, para que las familias 
poblaciones netas accedan a la oferta del mercado. Por eso se van a lanzar préstamos de bancos y del 
Fondo Nacional de Vivienda con subsidios. Este Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios es un 
instrumento que ayuda a la demanda para acceder al crédito hipotecario y a la adquisición por parte de 
las familias. 


Por el lado de la oferta, además de esta exoneración tributaria, tenemos un Fondo de 
Garantía de Desarrollos Inmobiliarios. Al respecto, hoy la Agencia Nacional de Vivienda está trabajando 
con la Corporación Nacional para el Desarrollo para que el pequeño y mediano inversor puedan 
acceder al financiamiento de viviendas de interés social, de forma tal que viabilice también algunos 
proyectos. 


Recordemos que la exoneración abarca no sólo la construcción de vivienda nueva, sino 
también la refacción, ampliación y reciclaje. No necesariamente se trata del gran inversor; sería muy 
importante que el pequeño inversor pudiera acogerse a este tipo de instrumento, tanto con destino a la 
venta como al arrendamiento. Por esa razón también estamos creando ese instrumento que permita a 
estos sujetos económicos acceder al financiamiento, lo cual también viabilizaría el programa. 


De modo que se trata de un paquete global para estos sectores de ingreso que, en la medida 
en que funcione bien, permitiría liberar recursos del Fondo Nacional de Vivienda para destinarlos a 


aquellos sectores de menores ingresos donde necesariamente, reitero, la inversión pública debe darse 
casi en el 100%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es muy interesante el planteo. Además, podemos ver el Capítulo Il desde ese 
punto de vista, puesto que está ayudando, desde el lado de la demanda, a que esta propuesta sea 
viable y cumpla los objetivos que todos queremos con respecto a la vivienda. 


Si los señores Senadores y los miembros de la delegación están de acuerdo, podríamos ir 
avanzando en el análisis de los artículos del Capítulo |l, puesto que ya se realizó la exposición general. 
De esta forma veremos si hay alguna apreciación en particular para hacer sobre ellos. 


El artículo 7% habla de la creación del Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios, que tiene 
como finalidad otorgar a personas físicas garantías parciales para la concesión de créditos 
hipotecarios. Me gustaría saber si aquí no entran, por ejemplo, cooperativas o fondos sociales. 


SEÑOR MENDIVE.- No, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 8* trata de la naturaleza jurídica del Fondo. 


SEÑOR MENDIVE.- Este artículo, en su último inciso, pone en claro que el patrimonio del Fondo no 
responderá por las deudas de la Agencia Nacional de Vivienda. Esto refuerza la idea, presente en la 
primera parte del artículo, de que será un patrimonio de afectación independiente, sin personería 
jurídica, administrado por la Agencia. 


El inciso segundo termina diciendo que será inembargable. Luego de analizar algunos 
comentarios que se hicieron en la Comisión al momento de presentar el proyecto de ley, estimamos 
que el hecho de que sea inembargable no agrega absolutamente nada y puede dar lugar a una 
interpretación que genere algún tipo de problema. Por lo tanto, consideramos conveniente suprimir la 
última parte del artículo, que refiere a la inembargabilidad del patrimonio del Fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, quería consultar si con el término “inembargable” se estaría 
actuando como un fideicomiso. 


SEÑOR MENDIVE.- Exactamente, señor Presidente; se trata de un patrimonio de afectación 
independiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Digamos que tiene un funcionamiento parecido o similar. 
SEÑOR MENDIVE.- Así es. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no entendí mal, proponen que se elimine la última parte del inciso final del 
artículo 8%, cuando dice: “y será inembargable”. 


SEÑOR MENDIVE.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la redacción del último inciso del artículo 8% quedaría así: “El 
patrimonio del Fondo no responderá por las deudas de la Agencia Nacional de Vivienda”. 


El artículo 9” refiere a los recursos con los que contará el Fondo de Garantía de Créditos 
Hipotecarios. Concretamente, se hace mención al valor de las primas que perciba de las entidades 
acreedoras; a los aportes que se reciban con cargo al Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización; y a 
los montos recuperados. 


SEÑOR MENDIVE.- Corresponde aclarar que en el literal C) del artículo 9%, donde dice: “Los montos 
recuperados de acuerdo al Art. 13 de esta ley”, debería decir: “Los montos recuperados de acuerdo al 
Art. 12 de esta ley,”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se hará la corrección correspondiente. 


El artículo 10 prevé el mecanismo de la garantía. A propósito, quiero hacer una pregunta 
relacionada con su último inciso, que dice: “La Agencia Nacional de Vivienda, actuando como 
administrador del Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios, podrá aceptar o rechazar las solicitudes 
de garantía, en función de las condiciones comerciales que establezca la reglamentación, en especial 
la calidad crediticia del deudor o la valuación de garantías”. ¿Las condiciones comerciales se remiten 
solamente a las que se indican, o se toman en el concepto es más amplio? 


SEÑOR MENDIVE.- El Fondo de Garantía se va a dar una reglamentación por la cual quedará 
establecido quiénes serán los sujetos de crédito de este Fondo y qué tipo de vivienda se podrá 
financiar. El préstamo hipotecario quedará garantizado por este Fondo. Esta serie de condiciones 
estarían siendo asignadas al Fondo por ley, a los efectos de restringir el financiamiento por parte de las 
entidades de intermediación financiera. 


Un aspecto que hemos venido evaluando y estudiando está referido al análisis de las 
políticas de otorgamiento y de gestión de los préstamos hipotecarios para vivienda que sean 
garantizados. En esta política de otorgamiento y de gestión también debemos tener en cuenta lo que 
se establece al comienzo del inciso segundo del artículo 13 del proyecto de ley: “Sin perjuicio de lo 
anterior, la Agencia Nacional de Vivienda tendrá derecho a solicitar información y realizar controles 
sobre los préstamos garantizados, teniendo derecho de acceso irrestricto a toda la información de los 
deudores”. Como administradores de ese Fondo de Garantía, deberemos controlar y monitorear que 
esos créditos se otorguen dentro de las condiciones estipuladas en la reglamentación. Dichas 
condiciones referirán al sujeto del crédito y al inmueble. 


En principio, estaríamos sujetando la condicionante de la garantía, en mayor parte, sobre el 
inmueble a financiarse. 


Estamos estudiando el tema, pero no impondríamos condiciones a la política de evaluación 
del Banco en cuanto al sujeto de crédito. Reitero que ese instrumento es sano en la medida en que el 
riesgo crediticio de la operación quede mayormente en el banco que otorga el crédito. Por ese motivo 
entendemos que debe tener la capacidad de evaluar a cada uno de los sujetos de crédito. 


Si restringimos o habilitamos determinadas condiciones que el banco no está dispuesto a 
otorgar, nos estaríamos haciendo cargo de un riesgo que el Fondo de Garantía no puede cubrir y, por 
tanto, lo tendrá que hacer un instrumento mucho más delicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese sería un concepto más amplio de los dos mecanismos que se mencionan 
al final del inciso. 


SEÑOR LORIER.- Se me plantea una interrogante por el lado de que, en un aspecto, se brindan 
facilidades impositivas a quienes están haciendo las viviendas. Quisiera saber si no podría haber 
contradicción entre el hecho de que el Fondo de Garantía después rechace solicitudes para ampararse 
a ese beneficio con respecto a construcciones ya hechas y que son ofertadas. Me interesa saber qué 
pasaría en ese caso. 


La segunda cuestión que voy a plantear tiene que ver con algo de riesgo moral, por llamarlo 
de algún modo. Los bancos que financien esos préstamos sin duda que tienen un interés concreto en 
cubrir lo que se haya construido. Pregunto si esto no podría dar lugar -como ya ha sucedido; por eso lo 
consulto- a que se genere una competencia y no se valoren adecuadamente los riesgos en el 
otorgamiento de algunos de esos préstamos. Sería algo como un riesgo, no diría moral, pero sí 
relacionado con una facilidad de los bancos de prestar más allá de lo que efectivamente 


correspondería. Hago esta consulta pensando en situaciones que pueden ocurrir en una realidad de 
ingresos con cambios que no fueran favorables. 


SEÑOR MENDIVE.- Es oportuno hacer una aclaración global respecto a cómo juegan estos 
instrumentos. 


Por un lado, está el Capítulo |, “Beneficios Tributarios”, destinado a inversores. Como decía 
hoy, esto es parte de una política global de subsidios a la oferta y a la demanda -hoy entendemos que 
no se pueden dar subsidios a la demanda para viviendas de interés social sin un apoyo en la oferta en 
atención a una posible inflación significativa de precios- y, en particular, de viviendas de interés social, 
en donde la inversión inmobiliaria no se ha dado en los últimos años, aunque sí en el área de altos 
ingresos. De ahí la necesidad de balancear la oferta y la demanda, es decir, no aumentar la oferta para 
que no genere una inflación de precios pues ese mecanismo se vuelve difícil de aplicar, ni tampoco 
promoverla sin un apoyo a la demanda porque esos incentivos llegan, de alguna forma, a la población 
objetivo de la política habitacional. Son instrumentos independientes. La persona que accede a una 
exoneración tributaria es un inversor que tratará de vender sus viviendas utilizando o no esos 
mecanismos, ya sea el préstamo del Banco con subsidio o el del Fondo Nacional de Vivienda, o el 
cliente que utiliza un crédito hipotecario con ese Fondo de Garantía. En realidad, lo que se está 
poniendo sobre la mesa son instrumentos varios, y el inversor, que tiene esa exoneración, debe ir a 
buscar su clientela que, en definitiva, es el sujeto de la política. Por lo tanto, quien obtiene una 
exoneración tributaria como inversor no necesariamente debe financiarla mediante un préstamo con 
subsidio o con un préstamo garantizado con este Fondo; son dos cosas diferentes, más allá de que se 
puedan complementar, y ojalá que así sea. 


Otro aspecto a responder es que en base a todo lo que se ha hablado acerca de la 
experiencia de la crisis hipotecaria en los últimos años, debemos ser muy cuidadosos con este tipo de 
instrumentos. Identificamos en la política pública que una de las grandes restricciones de acceso es el 
ahorro previo, aunque tampoco pretendemos caer en esa política que se dio en los Estados Unidos. Allí 
se tenía la idea de que la vivienda era un inmueble que no iba a terminar de crecer en precio y ello hizo 
que se otorgaran préstamos hipotecarios sin realizar la correcta evaluación del sujeto de crédito; 
prácticamente se financiaba el cien por ciento del valor de la vivienda, y en algunos casos aún más, 
eventualmente para amoblarla. En este caso estamos teniendo mucho cuidado con el diseño de estos 
instrumentos. En particular, el Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios -como decíamos- cubre 
parcialmente el riesgo adicional de que el banco preste más del 70%. Es decir que, reitero, la 
institución también asume un riesgo adicional por prestar más del 70%, pero le estamos cubriendo, 
aunque no totalmente, dicho riesgo. 


Por otro lado, el Banco otorga un préstamo que tiene como garantía el inmueble, que uno 
espera que opere sobre el 70% del valor del préstamo. En consecuencia, hay un diseño que toma en 
cuenta este riesgo moral, que también hemos incorporado con otro instrumento -ya aprobado por ley- 
que son las notas de crédito hipotecarias. Se trata de un instrumento financiero que fondea a los 
bancos para que puedan prestar a largo plazo créditos hipotecarios. Hemos evaluado que las notas de 
crédito hipotecarias sí permiten que el mercado de capitales pueda proveer a los bancos del 
financiamiento a largo plazo, justamente para mitigar esos riesgos de tasa de interés y de liquidez que 
trae el descalce. En definitiva, se trata de notas que son títulos valores emitidos por bancos que 
cuentan con una doble garantía, en caso de liquidación, por los préstamos hipotecarios para viviendas 
que se otorguen. Hay que recordar que esos préstamos no salen del banco; no es como en la 
securitización, en la cual la cartera sale del banco. Se hace una evaluación en función del riesgo 
crediticio y del riesgo de cancelación anticipada, y se vende en el mercado. En el caso de las notas - 
por eso nos interesa alinear la evaluación del riesgo de estas operaciones- ese crédito queda en el 
banco y, por tanto, este deberá realizar una correcta evaluación del sujeto de crédito en el 
otorgamiento, y también en la posterior gestión. En la securitización, toda la burbuja inmobiliaria y la 
avidez de los mercados de capitales por la desregulación de los mercados financieros hacían que en el 
extremo cualquiera generara un préstamo, porque sabía que enseguida se lo iban a comprar en el 
mercado de capitales, y la evaluación del sujeto de crédito era muy pobre. 


En lo que respecta a las notas de crédito hipotecarias, estamos atacando ese punto y decimos 
“No; ese crédito queda en el banco”. Por lo tanto, la institución asume el compromiso y entendemos 
que debe otorgar y gestionar ese crédito para mitigar los riesgos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que esa es una apreciación muy importante. 
En consideración el artículo 11, referido a los mecanismos de ejecución judicial. 


Al final del artículo se expresa: “También podrá la Agencia Nacional de Vivienda adquirir el 
inmueble rematado o enajenado”. No sé si este artículo ya fue estudiado y corregido, pero creo que 
debe decir solo “rematado”. 


SEÑOR MENDIVE.- En este caso cabe la posibilidad de que la Agencia Nacional de Vivienda, luego 
de que paga la garantía, en caso de que quede un remanente en lo obtenido por un remate -después 
de que cobre el banco- cobre esa diferencia. En los hechos es difícil que ocurra, porque tiene que 
darse la ejecución de un crédito hipotecario en el cual la vivienda tiene un valor bastante superior al 
saldo adeudado del préstamo; esta situación no es de las más comunes. Asimismo, la ley le da 
potestad a la Agencia, como administradora de este Fondo, para evaluar el crédito y la garantía que 
está por detrás -es decir, el inmueble- y considerar que le conviene comprar dicho inmueble y no 
esperar el remate para poder hacerse de esa diferencia eventual entre el saldo adeudado y el valor de 
la vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 12, “Destino de las sumas recuperadas”. 
Teniendo en cuenta el literal F), que expresa: “La suma abonada por el Fondo de Garantía de Créditos 
Hipotecarios más los intereses correspondientes”, quisiera saber si los impuestos de una operación de 
remate o de una ejecución deberían ser incluidos. 


SEÑOR SIRI.- Todos los gastos de la subasta, honorarios profesionales y otros los cobra el banco. 
(Dialogados) 


-Luego cabe la hipótesis de que también cobre la Agencia y que la persona quede con algún 
tipo de deuda, por ejemplo, por concepto de tarjetas de crédito; entonces, se iría a una ejecución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 13, “Administración de créditos”. Este artículo 
puede tener algún detalle respecto a la Ley N* 18.381, de Derecho de Acceso a la Información Pública. 
En el segundo párrafo se expresa: “A estos efectos, las Entidades Acreedoras no podrán invocar el 
secreto profesional para negarse a brindar ningún tipo de información”. Tengo mis dudas; no sé si se 
trata del secreto profesional o del secreto bancario. El primero de ellos remite al Decreto-Ley de 1974. 


SEÑOR SIRI.- Es la terminología que usa el Decreto-Ley N* 15.322, que es posterior al de 1974. 


SEÑOR TRAVERSA.- No hemos recibido comentarios con respecto a la Ley N* 18.381, y no vemos 
inconvenientes en tal sentido; pero ha habido alguno en cuanto a la Ley N* 18.331, de hábeas data. No 
obstante, el artículo 9” de la ley es bastante claro cuando dice que, en caso de existir consentimiento 
informado por parte del tomador del préstamo, de que su información crediticia sea manejada tanto por 
el Banco como por la Agencia si ingresa a este sistema, no habrá ningún inconveniente ni colisión con 
dicha ley. En caso de considerarse que no hubiese consentimiento informado en alguna situación por 
cierta falla del sistema, el literal D) del artículo 9% de la Ley N* 18.331 prevé especificamente que 
cuando la información derive de una relación contractual no será necesario el previo consentimiento 
para el manejo de la información. Los artículos 5* y 6* del decreto reglamentario de la Ley mencionada 
desarrollan en qué condiciones debe recabarse ese consentimiento y, obviamente, al momento de 
hacerse efectiva la operación, se la hará en esos términos. 


SEÑOR MENDIVE.- Respecto a este artículo, quisiera agregar que, para la Agencia, tiene un fin bien 
claro, que es el de hacer un control y monitoreo de la política de otorgamiento y de gestión del 
préstamo hipotecario. En el otorgamiento de dicho préstamo puede haber condiciones que no 
necesariamente se tengan que verificar en su totalidad para dar el aval a un crédito al comienzo de la 
operación, sino que puede haber controles ex post, es decir, durante el transcurso del préstamo. Por 
ejemplo, es lo que sucede si se otorga un préstamo a una vivienda que esté por debajo de los límites 


que fija la definición de vivienda de interés social, cuyo metraje esté comprendido también dentro de la 
definición antes mencionada, o cuyo adquirente sea un primer adquirente de vivienda y no tenga otro 
inmueble. Estos son algunos controles que necesariamente se deben hacer, que refieren tanto al 
otorgamiento como a la gestión. Puede que mañana se verifique que un Banco tiene una gestión 
extremadamente flexible -por poner una hipótesis- que no encaja con los criterios del Fondo de 
Garantía y, entonces, es necesario analizar cómo se está haciendo esa gestión, a los efectos de que el 
Fondo pueda ajustar la política en el cumplimiento de su obligación para la cobertura de la garantía de 
estos préstamos. Entendemos que esta debe ser una potestad necesaria que debe tener el Fondo, 
porque puede existir un banco que esté dispuesto a aceptar esta garantía que, obviamente, es un 
beneficio para la Institución, porque se está haciendo efectiva y viable una demanda y, por ende, se 
está incrementando el volumen de negocio y de potenciales tomadores de crédito ante ese beneficio 
que se le está otorgando con un fin de política pública y no por incrementar las ganancias del banco. 
Digo esto porque el fin de la política pública es permitir que la población con restricciones de ahorro 
pueda acceder al crédito. Es desde ese punto de vista que se otorga esa garantía, pero debemos 
realizar ciertos controles y monitoreo acerca de cómo se concede el préstamo hipotecario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros pretendemos que cuenten con todas las garantías posibles en todos 
los mecanismos que la ley activa y por ese motivo nos interesaba que ahondaran en detalles sobre 
esta potestad. 


El artículo 14 habla de “Impuestos”, pero más adelante menciona las exoneraciones con las 
que contará el Fondo de Garantía. ¿Eso es correcto? 


SEÑOR MENDIVE.- En el artículo 14 se especifica la exoneración respecto al Fondo y a la agencia de 
actividad que tenga que ver con su administración. Incluso, ese beneficio también podría ser otorgado 
desde el Capítulo |, que en el literal b) del artículo 2? prevé que aquellas actividades específicas 
asociadas a la mejora en las condiciones de oferta y demanda de viviendas de interés social podrían 
acceder al régimen de beneficios tributarios establecidos en la ley. En ese sentido, este es un 
programa que mejora las condiciones de demanda para el acceso a la vivienda de interés social. 


De todas maneras, creímos oportuno dejar claro en el Capítulo Il que a este Fondo se le 
aplica el beneficio tributario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, hay una exoneración para el Fondo de Garantía que, además, se 
extiende a la Agencia Nacional de Vivienda, por lo que le corresponde como administradora de dichos 
fondos. Es decir que la exoneración beneficiaría tanto al Fondo como a la Agencia Nacional de 
Vivienda. 


El artículo 15 refiere a la actuación de la Agencia Nacional de Vivienda. Considero que 
contiene una definición muy clara y no amerita comentarios. 


En el artículo 16 se menciona la utilización de fideicomisos de garantía, pero tampoco hay 
comentarios al respecto. 


SEÑOR LORIER.- Según entiendo, las notas hipotecarias quedan dentro de los elementos 
patrimoniales y de riesgo del banco, pero no se pueden separar de la situación patrimonial del 
acreedor. ¿Eso es correcto? 


SEÑOR MENDIVE.- Así es. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Alguien más quiere agregar algún comentario al Capítulo? No sé si pasar al 
Capítulo 11l, “Modificaciones de propiedad horizontal”, porque tenemos ausencias importantes. 


SEÑOR MENDIVE.- Es menos de lo que parece. Entendemos que el Capítulo lll, referido al nuevo 
régimen de propiedad horizontal, es muy importante para completar esta propuesta global de políticas 
de fomento a la oferta y a la demanda de las viviendas de interés social. Esto es así, entre otras cosas, 


porque le permite al Banco Hipotecario, que hoy por su Carta Orgánica no puede prestar a empresas 
constructoras, hacer viable y atractiva la posibilidad de que un inversor, con capital propio o 
financiamiento por otras vías -como fideicomisos inmobiliarios o al costo- el día de mañana pueda 
utilizar al Banco para que otorgue el préstamo al adquirente. Hoy el Banco no tiene esa posibilidad 
porque para otorgar el préstamo tiene que esperar que se conforme la propiedad horizontal en base a 
la habilitación final municipal de la vivienda. Este mecanismo permitiría jugar fuerte al Banco 
Hipotecario de modo que pueda atraer inversores que se financien por otra vía -no por la ley de 
financiamiento en el pozo, que es la que aplica a los bancos privados- y así fortalecerse como 
institución de intermediación financiera estatal especializada en el crédito a la vivienda. Por este 
mecanismo se le da un instrumento al Banco que hoy no tiene y que entendemos necesario para 
expandir el préstamo hipotecario a ciertos sectores de la población. 


Por otra parte, también se efectiviza la horizontalidad para aquellas viviendas o conjuntos 
habitacionales que tienen más de diez años de ocupación. Esto es muy importante desde el punto de 
vista de la política habitacional porque refiere a hacer efectivo un capital que hoy tienen las personas, 
pero la mayoría de las veces en calidad de promitentes compradores. De la Agencia Nacional de 
Vivienda gestionando la cartera social que vino desde el Banco Hipotecario, la gran mayoría de 
situaciones que se da es la de promitentes compradores, y estas no están definidas en la 
horizontalidad, por lo que esas personas no pueden ser propietarias definitivas. Aun teniendo un saldo 
cero, esas personas no pueden vender la propiedad en el mercado, a no ser que el comprador, a 
través de una cesión de derechos, la compre en efectivo. Pero hoy no hay institución financiera que 
financie compromisos de compraventa; solo se financian créditos hipotecarios. Por eso es necesario 
que en todas estas situaciones donde se declara la horizontalidad, tengan una contribución que 
permita definir la propiedad horizontal, para que se pueda vender la vivienda. De otra forma, se 
enfrenta una imposibilidad muy fuerte y, en particular, de sectores de la población que no cuentan con 
efectivo para acceder a ese tipo de vivienda. Esta horizontalidad permitiría la generación de un crédito 
hipotecario y, por lo tanto, un mayor comercio, en particular efectivizando la riqueza. Indirectamente 
este mecanismo tendría un impacto en la distribución de riqueza, así como lo ha tenido la política que 
ha llevado adelante la Agencia Nacional de Vivienda en el tratamiento de la cartera social del Banco 
Hipotecario haciendo reestructuras importantes de deuda. Por eso es bien importante que este nuevo 
régimen de propiedad horizontal se pueda tratar en el marco de la globalidad de la política habitacional. 


SEÑOR SIRI.- Quiero destacar que más allá de que comparto el punto de vista del Economista 
Mendive en cuanto a que este Capítulo es una pata importante del proyecto, no estamos modificando 
en nada el régimen de propiedad horizontal. Lo que proponemos es habilitar un nuevo mecanismo de 
ingreso a la horizontalidad. Sigue vigente el mecanismo de la Ley N* 10.751, de 1946, y del Decreto- 
Ley N* 14.261, que creó el tema de financiación en el pozo, así como todas las modificaciones 
posteriores que se fueron operando al régimen. Pero en sí misma esta propuesta no cambia una coma 
de todo lo que era el régimen de propiedad horizontal, de su administración, de los deberes y derechos 
de cada uno, de los copropietarios y demás. De este modo simplemente habilitamos una nueva forma 
de adquirir esa horizontalidad para casos especiales, sobre todo unido a los incentivos a proyectos de 
inversión en materia de vivienda de interés social y a otro tipo de operaciones o situaciones como las 
que narraba el economista Mendive respecto del Banco Hipotecario y a la cartera de la Agencia. 
Aclaro que no estamos modificando nada. Hoy leí el título del Capítulo y advertí que se habla del nuevo 
régimen de propiedad horizontal. No es así; el régimen sigue siendo el original; simplemente se trata 
de una nueva forma de ingresar a él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, me pregunto por qué no se hace referencia a un régimen 
simplificado o algo por el estilo, sin hablar de un nuevo régimen. 


SEÑOR SIRI.- El régimen de propiedad horizontal está conformado por toda la normativa que regula la 
administración de esa propiedad en el espacio. Justamente, esta es una de las formas de dividir la 
propiedad a nivel espacial. En el caso del tiempo -y permítame la digresión- se trataría de los tiempos 
compartidos; así se subdivide en el tiempo el fenómeno del dominio. Aquí se trata del fenómeno 
espacial: se divide en altura o en superficie. 


Quiero recordar que hay una reglamentación respecto de los derechos, deberes, espacios 
comunes, bienes propios, bienes comunes a la copropiedad y demás. Eso no se toca absolutamente 
para nada. Si se quiere, esta es una forma abreviada o simplificada de ingresar al régimen de 


propiedad horizontal, claro está, siempre que se cumplan unos cuantos requisitos que figuran en el 
articulado, donde se realiza una descripción muy prolija y detallada para que esto no se transforme en 
una especie de perdona tutti o que se permita cualquier cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a trasladar una duda que me han planteado. En virtud de que no conozco 
en profundidad lo relativo al régimen de propiedad horizontal, me gustaría realizar una consulta sobre 
el literal C) del artículo 17, que en una parte expresa: “Dicho certificado será suscrito por el Arquitecto 
Director de Obra y por Ingeniero Agrimensor”, etcétera. Aquí se pone de manifiesto una 
responsabilidad, pero quisiera saber si eso ya existe en el régimen actual o si se está cambiando algo. 
Pregunto si la expedición del certificado por parte del Arquitecto Director de Obra y por el Ingeniero 
Agrimensor está jugando en esta aceleración del mecanismo de abreviación del régimen. 


SEÑOR SIRI.- Sí, pero a la vez estos profesionales que emiten ese certificado comprometen su 
responsabilidad penal -porque eventualmente podría haber un delito de certificación falsa- su 
responsabilidad civil -por los daños ocasionados- y su responsabilidad profesional -que creo sí 
corresponde- en el ámbito de sus correspondientes agremiaciones. Permítanme que les comente que 
cuando analizábamos esto en el día de hoy poníamos el ejemplo de que esa certificación o habilitación 
final se hiciera a través de un funcionario infiel del Municipio que por medio de una especie de cohecho 
o de la figura coima -para decirlo con todas las palabras- emitiera una certificación falsa. ¿Qué pasaría 
luego? Ocurriría lo mismo que en un caso en el que se conjugaran un Arquitecto Director de Obra y un 
Ingeniero Agrimensor para fraguar la correspondencia de la obra con los planos originales y la 
habitabilidad inmediata de ese bien que se vuelca al mercado para ser habitado. 


SEÑOR LORIER.- Quisiera saber concretamente a través de qué artículo se realiza la introducción de 
aquellos complejos que tienen más de diez años de habitados. 


SEÑOR SIRI.- El punto figura en el literal B) del artículo 19. 


La solución del ingreso o regularización de estas situaciones no es nueva. Históricamente ha 
habido normas que, por ejemplo, otorgaban un plazo de 60 días al Municipio para decretar el ingreso 
de determinados bienes de propiedad horizontal o se consideraba otorgado con una certificación 
previa. Esa era otra forma de comprometer al Municipio a otorgar las habilitaciones en plazos 
razonables. 


En el año 1974 también se hizo un perdona tutti e ingresaron enormidad de galerías e 
inmuebles destinados a casa habitación o a industria y comercio; se los regularizó mediante un “abrir 
las compuertas” para que todos entraran. 


Tal como decía el economista Mendive, esto generaría muchísimos problemas al momento de 
enajenar, de gravar con hipotecas o con otro tipo de derecho real. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comprendo. De esa manera, define todo. 


SEÑOR MENDIVE.- Este nuevo régimen de propiedad horizontal, tal como decía el Director General 
de la Secretaría del Ministerio, se enmarca dentro de la normativa existente, que facilita la declaración 
de horizontalidad a los efectos de poder generar un crédito hipotecario, aun antes de la habilitación 
municipal. Hoy está vigente y es lo que se conoce como “ley de financiamiento en el pozo”. Ella tuvo su 
origen en la Ley N* 14.261, por medio de la cual el Banco tenía el monopolio del financiamiento de la 
construcción. Mediante la Ley N* 16.760 se extendió el financiamiento al resto de las instituciones de 
intermediación financiera, que en su artículo 2% estipula: “Al solo efecto de tales préstamos de 
financiación, se entenderá que existe propiedad horizontal y que le serán aplicables las normas que la 
regulan, una vez cumplidos los requisitos establecidos en los literales A) y B) del artículo 34 del 
Decreto-Ley N* 14.261, de 3 de setiembre de 1974, y otorgado el reglamento de copropiedad 
(artículo 16 de la Ley N* 10.751, de 25 de junio de 1946). 


Los literales A) y B) del artículo 34 de la Ley N* 14.261 establecen: “ A) Que se haya 
concedido por el Municipio respectivo, el permiso de construcción del edificio de que se trate y 


aprobado el plano-proyecto de fraccionamiento horizontal conforme a los cuales habrán de efectuarse 
las construcciones y atribuirse el dominio separado de las unidades. 


B) Que se haya inscripto el referido plano-proyecto en la Dirección General del Catastro 
Nacional y efectuado el empadronamiento y avaluación fiscal provisional de las unidades a 
construirse”. 


O sea que el régimen que hoy existe, y que está disponible para las instituciones de 
intermediación financiera que puedan financiar al constructor, a los efectos de declarar la propiedad 
horizontal podría pensarse que es, incluso, más laxo que el régimen que se propone aquí, en el que se 
requiere un aval técnico por parte de un Arquitecto o de un Ingeniero Agrimensor. Esa potencial laxitud 
ya existe en el régimen vigente. Con esto se le está dando una garantía adicional para poder declarar 
la horizontalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que me es particular, por el momento no tengo comentarios para hacer. 
Si están de acuerdo, analizamos artículo por artículo. 


El artículo 17 tiene que ver con los requisitos de este régimen de propiedad horizontal. No 
me refiero al nuevo, sino al modificado, simplificado. 


El artículo 18, que refiere a la habilitación de la horizontalidad definitiva, establece: “La 
horizontalidad emergente del cumplimiento de los requisitos determinados en el artículo anterior tendrá 
carácter definitivo, no rigiendo lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 30 de la Ley N* 10.751”, 
etcétera. Me gustaría saber si esto tiene algo que ver con la Intendencia. 


SEÑOR MENDIVE.- El artículo 30 de la Ley N* 10.751 otorga a los Municipios -es la terminología que 
allí se utiliza- el acto final de aprobación del ingreso de ese inmueble al régimen de propiedad 
horizontal. Aclaro que con esta propuesta no pretendemos quitar a las Intendencias la facultad que 
tienen de actuar como policía en materia de construcciones -consideramos que ello es importante para 
evitar que se habiliten construcciones en forma inadecuada o incorrecta- pues ellas conservan la 
potestad de clausurarlas, suspenderlas o cerrarlas. Simplemente, como bien dijo el señor Presidente 
de la Comisión, aquí se procura establecer un mecanismo abreviado de ingreso al régimen de 
propiedad horizontal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 19 se refiere a la horizontalidad adquirida. 
En el artículo 20 se habla de los efectos de la horizontalidad. 
El artículo 21 se refiere a las exigencias instrumentales. No comprendo el final del artículo. 


SEÑOR MENDIVE.- El artículo 41 del Decreto-Ley N* 14.261 hace referencia a lo que debe detallarse 
en los instrumentos relativos a inmuebles que se rigen por el régimen de propiedad horizontal. Allí se 
dice: “En todos los actos y contratos relativos a inmuebles regidos por el régimen de la propiedad 
horizontal -tanto el de la Ley N* 10.751, de 25 de junio de 1946, como el de la presente ley- podrá 
prescindirse de la determinación de los deslindes del terreno y bienes individuales y comunes. 


A los efectos de la individualización de aquellos, será suficiente la indicación de 
departamento, sección judicial, área, calle, frente y orientación”, etcétera. 


Básicamente, esto está vinculado al tema notarial, de registro y de especificaciones de 
detalles. 


SEÑOR LORIER.- Creo interpretar así la expresión final del artículo 21 del proyecto de ley, cuando 
dice: “en lo aplicable”. 


SEÑOR SIRI.- Con la expresión “en lo aplicable”, el Decreto-Ley N* 14.261 refiere a una hipótesis de la 
horizontalidad en el pozo, como a la que refirió el economista Mendive. 


En función de ello se hacen aplicables las referencias a esa situación, o a esta otra, en lo que 
corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Capítulo IV refiere a “Disposiciones varias”. 


Sobre este Capítulo solamente tengo un comentario para hacer con relación al artículo 25 del 
proyecto de ley. La definición de “vivienda de interés social”, que surgió de la antigua ley de 1968, está 
esparcida -por decirlo así- por varios artículos, entre ellos el 22, el 25 y el 26 del proyecto de ley. 
Concretamente, en el artículo 25 se expresa: “Para la enajenación, cesión y/o constitución de 
gravámenes respecto de las viviendas que siendo de interés social, revistan la calidad de mínima o 
económica,”, etcétera. Al ser estos últimos dos conceptos manejados también por aquella ley, 
considero que hacer referencia a todo ello, es decir, a la vivienda de interés social y, además, a la 
calidad de mínima o económica, estaría complicando la comprensión de la norma. 


SEÑOR TRAVERSA.- La Ley de Vivienda define la vivienda de interés social, a la que, a su vez, divide 
en tres subcategorías: mínima, económica y media. Las tres comprenden el concepto de vivienda de 
interés social. En este caso se quiso acotar la aplicación del artículo 25 a dos de las tres categorías 
que integran ese concepto de vivienda de interés social, que son las más bajas, esto es, la mínima y la 
económica. Ese es el motivo de la aclaración. Es decir que la aplicación de este artículo no va a 
alcanzar a la franja más alta de lo que es vivienda de interés social, que es la media. 


SEÑOR LORIER.- Quisiera escuchar una explicación de cuál es el fondo del artículo en cuanto a sus 
características. 


SEÑOR MENDIVE.- La idea de este régimen de excepción es prescindir de los certificados previstos 
en los artículos 662 a 668 de la Ley N* 16.170 al momento de efectuarse la operación de enajenación, 
cesión y/o constitución de gravámenes respecto de las viviendas que, siendo de interés social, revistan 
la calidad de mínima o económica. 


Esos son los requerimientos que se hacen al escribano, en particular, de controlar que las 
posibles ampliaciones que haya tenido la vivienda tengan el aporte al Banco de Previsión Social. 


Hay una realidad que se constata muy claramente, en particular para las viviendas mínimas y 
económicas. Esa potestad no se extiende al resto del mercado. Nos referimos a un conjunto en que se 
constata una fuerte informalidad en términos de regularización en los aportes al Banco de Previsión 
Social; se podría exonerar al escribano de controlar dicho aporte y, con ello, hacer efectiva la operación 
de enajenación. Esto no quiere decir que lo irregular queda en regla; no, queda sin regularizar, pero 
para ese subconjunto de viviendas mínimas y económicas -que hay que reglamentar en función del 
metraje y de su valor- se facilita la concreción de algunas operaciones. Esto no sucede en la actualidad 
y se comercializan de manera informal. También puede producirse un impacto, en la medida en que no 
inhibe la comercialización a través de una escritura, por ejemplo, y entonces se efectiviza una riqueza 
porque esa vivienda mínima o económica se puede vender. Obviamente, estará esa observación 
respecto a que ciertas mejoras no tienen habilitación del Banco de Previsión Social y se producirá un 
impacto en la transacción, pero no la inhibe. Se sabe que no será regularizada, pero no inhibe que un 
stock importante de viviendas, sobre todo en las últimas décadas, sea comercializado con impactos 
negativos, tanto en la titulación final como en el precio que se fije en la transacción. 


SEÑOR LORIER.- Una preocupación que me nace ahora es si esta facilitación de comercio para 
determinadas viviendas de interés social, con esta acotación, podría provocar, diríamos, en 
determinado sentido, una concentración de la propiedad. Es cierto que ha habido un interés social del 
Estado para desarrollar este tipo de vivienda y no sea cosa que quienes hoy la habitan, por razones 
circunstanciales o problemas desde el punto de vista económico, puedan estar enajenándolas cuando 
de lo que se trata -para nosotros- más allá de las dificultades coyunturales, es de mantenerlos dentro 
de la vivienda. 


No sé si queda clara la inquietud que me nace respecto de esta facilitación del comercio. 


SEÑOR SIRI.- Hemos detectado que existe un mercado negro para eso y que de hecho circulan 
papeles “regulares” provisorios y demás, pero estamos tratando -como decía el economista Mendive- 
de formalizar ese tráfico comercial a través de formas jurídicas más prolijas. Asimismo, también 
queremos destacar que no solo se trata de comercializar sino también de la eventualidad de gravar con 
una hipoteca para ampliar o construir en esa finca, pero actualmente, debido a esas situaciones 
irregulares y por la imposibilidad de obtener los certificados del Banco de Previsión Social, no se puede 
acceder a ello. 


Por otro lado, también debemos afirmar que no se está afectando en nada al Banco de 
Previsión Social, porque esto no es una condonación de las posibles deudas existentes sino que, 
simplemente, se trata de eximir a determinados profesionales -en este caso, escribanos y funcionarios 
del Registro- de la obligación de controlar la regularidad y vigencia de los correspondientes 
certificados. 


SEÑOR MENDIVE.- Respecto a la propuesta de este régimen de excepción previsto en el artículo 25, 
estimo que podría caber que estuviera vigente temporalmente. Es una reflexión que nos surgió al 
repasar y evaluar el articulado; estimamos que eventualmente se daría un mensaje más claro si esta 
excepcionalidad tuviera un límite temporal, porque podría dar lugar a la informalidad o incentivarla. 
Entendemos que se trata de una herramienta potente que permite una transacción formal, no la inhibe 
y permite la efectivización de una riqueza, pero también tiene riesgos que se podrían acotar o mitigar 
con la temporalidad de una medida de este tipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Están estudiando introducir ese tema de la temporalidad en el texto? 


SEÑOR MENDIVE.- Así es, señor Presidente. Incluso, podemos hacer llegar a la Comisión alguna 
propuesta alternativa de redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 22 presenta una modificación del artículo 18 de la Carta Orgánica 
del Banco Hipotecario del Uruguay y sería importante que se dieran algunos detalles. 


SEÑOR SIRI.- Se trata de dar al Banco Hipotecario -como bien dice la norma en examen- la posibilidad 
de otorgar esos créditos en moneda nacional sin garantía hipotecaria. Esta posibilidad estaba prevista 
en el artículo que se deroga -que no es correlativo al del proyecto de ley presentado; me refiero al 
artículo 24 de esta iniciativa- que establecía que los préstamos siempre se debían otorgar con garantía 
hipotecaria. En determinados casos hablaba de fianza personal y elevaba el monto del posible crédito 
a 2.000 UR; una cifra que, como comprenderán, es cercana a los US$ 50.000. Se busca acotar esa 
posibilidad, establecerla a nivel legislativo y que en determinados casos se trate de personas físicas o 
de viviendas para los integrantes de personas jurídicas, todo lo que deberá estar de acuerdo con el 
reglamento que dicte el Poder Ejecutivo en materia de montos, plazos y demás condiciones del propio 
crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 23. 


SEÑOR SIRI.- Acá se pone de manifiesto una necesidad que detectó el Banco Hipotecario en el 
Decreto-Ley N* 14.219, relativo a los arrendamientos, donde se establecía que se podía pactar el 
depósito como garantía únicamente en el Banco Hipotecario del Uruguay y en obligaciones 
hipotecarias reajustables. A los efectos del mercado de arrendamientos, se valoró como positivo y 
favorable el hecho de que esos depósitos en garantía se realizaran en unidades indexadas y en 
cualquier institución o cooperativa de intermediación financiera. Se trata, pues, de un retoque en 
materia de garantías a la ley relativa a los arrendamientos respecto de la unidad monetaria que se 
emplea y de las instituciones habilitadas para recibir esos depósitos en garantía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 24, que establece la derogación a la que ya 
hicimos referencia. 


SEÑOR TRAVERSA.- La intención es habilitar el otorgamiento de préstamos de bajo monto sin 
garantía hipotecaria. En este caso el destino es la refacción o ampliación de la vivienda y, por tanto, se 
apunta a un monto bajo de crédito, lo que justifica la ausencia de garantía hipotecaria. En ese sentido, 
y a los efectos de dar mayor prolijidad al ordenamiento jurídico es necesario derogar esta norma que, 
como decía el doctor Siri, habilitaba al Banco Hipotecario a otorgar créditos sin garantía hipotecaria 
hasta un valor de US$ 50.000. De esta forma se estaría cerrando el sistema. 


SEÑOR LORIER.- Volviendo al artículo 23, quisiera que nos pudieran explicar con mayor profundidad 
el motivo por el cual se faculta a los bancos y a las cooperativas de intermediación financiera a recibir 
esta modalidad de depósitos. Me estoy refiriendo al motivo por el que se amplía el universo de 
instituciones que pueden recibir estos depósitos, más allá de que no cobren interés. 


SEÑOR MENDIVE.- Esto puede estar comprendido en lo que ha sido la política de reestructura 
institucional del sistema de financiamiento a la vivienda, pues se trata de que la mayor cantidad de 
recursos que hoy están presentes en el sector privado se puedan destinar a la vivienda, tanto para la 
compra como para el arrendamiento. La compra de vivienda se realiza a través del crédito hipotecario 
que fue reestructurado en el pasado Gobierno. Una institución como el Banco Hipotecario del Uruguay 
identificó la necesidad de que existiera un Banco Hipotecario estatal especializado en el financiamiento 
de la vivienda, entidad que hoy ya es rara a nivel mundial porque en general los bancos hipotecarios 
estatales se han fundido y quebrado. En su momento se identificó la necesidad -claro está, en función 
de las características propias del Uruguay- de reestructurar una institución de este porte, 
capitalizándola pero redefiniendo sus cometidos para evitar futuros riesgos de un posible quiebre. Eso 
conllevó a la apertura de otras instituciones de intermediación financiera en el negocio del crédito 
hipotecario para la vivienda. Es así que se equiparó un régimen judicial exclusivo que tenía el Banco, a 
través de lo que se denominaba remate extrajudicial de los créditos hipotecarios. Entonces, a partir de 
esa reforma, el Banco Hipotecario queda en igualdad de condiciones que el resto del sistema 
financiero y para ejecutar un crédito hipotecario tiene que utilizar el régimen general a través del 
sistema judicial. Entendemos que esto le otorga un instrumento más transparente y claro al Banco 
Hipotecario en la gestión del crédito, pero también le da más garantías al tomador del crédito. Esa 
equiparación con el resto del sistema financiero tenía por cometido dar facilidades para que recursos 
de la sociedad, que están en el sector privado, se pudieran volcar en el financiamiento de la vivienda 
mediante la compra. En este caso particular -y es una medida de muchísimo menor alcance- si hay 
otras instituciones o cooperativas de intermediación financiera que están dispuestas a prestar estos 
servicios, también se las habilita, con el cometido de política pública de que estén presentes estas 
facilidades en la mayor cantidad de actores. 


SEÑOR TRAVERSA.- En definitiva, se trata de expandir uno de los mecanismos de garantía para los 
arrendamientos y el depósito en el Banco Hipotecario del Uruguay es uno de ellos mecanismos, 
además de la Contaduría General de la Nación, ANDA y la fianza personal. Uno de los mecanismos 
clásicos es el depósito de una determinada cantidad de dinero en el Banco, como garantía de posibles 
incumplimientos en los arrendamientos, daños al inmueble y demás. Como dije, se trata de extender 
eso a todas las instituciones para darle mayor alcance. 


SEÑOR MENDIVE.- Ya que estamos en el tema de los arrendamientos y de las garantías, quería 
remarcar un aspecto que no mencionamos en esta propuesta global de la política -como apoyo al 
acceso en los arrendamientos- que es la potenciación del Fondo de Garantía de Alquileres. Nosotros 
estimamos que las viviendas o las inversiones que estén exoneradas de tributos -viviendas de interés 
social- se pueden destinar a la venta o al arrendamiento, pero en este último caso, una de las 
condiciones para tener ese beneficio tributario sería que justamente se alquilaran a través del Fondo de 
Garantía de Alquileres. Entendemos que sería un componente de estímulo a la demanda la presencia, 
para ciertos sectores de la población, de una garantía del Estado para que puedan arrendar. El 
esquema que hoy estamos manejando a los efectos de potenciar la oferta para arrendamiento, es 
ofrecer cierto porcentaje de ese beneficio tributario cuando se trata de viviendas de interés social, 
independientemente de si las alquila o no la población neta. Ese beneficio podría ir incrementándose 
en la medida en que la población neta alquilara a través del Fondo de Garantía de Alquileres. Este es 
el otro instrumento de demanda que ayuda a completar esta propuesta global de política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos llegado al final del articulado. La Comisión está trabajando en un 
régimen de excepción, porque se está reuniendo todos los martes debido a que ha privilegiado la 


consideración de este proyecto de ley para poder aprobarlo en el menor tiempo posible. Luego 
empezaremos a debatir el proyecto del Plan Juntos. 


Por tanto, para el próximo martes la Presidencia definirá cómo continuamos con la discusión 
de este proyecto de ley y si entiende que se los debe convocar nuevamente, así se hará. Asimismo, 
haremos las consultas con la señora Senadora Topolansky. 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial agradece la presencia del señor 
Presidente de la Agencia Nacional de Vivienda, economista Carlos Mendive y de las autoridades del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


(Se retiran de Sala el señor Presidente de la Agencia Nacional de Vivienda, economista Carlos 
Mendive, y autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
SEÑORA SECRETARIA.- Han llegado a la Mesa dos solicitudes de audiencia. 


La primera de ellas corresponde a los vecinos del Complejo Habitacional M5, de la ciudad de 
San José, quienes solicitan audiencia a efectos de exponer la situación de los promitentes 
compradores desde hace 27 años, en el entendido de que no encuentran acorde lo que ya han pagado 
al Banco con el valor real de la propiedad. 


La segunda ha sido enviada por los representantes de la Comisión Administradora de los 
Complejos Habitacionales RC del departamento de Tacuarembó, quienes solicitan audiencia a fin de 
informar el estado de situación de dichos complejos, en lo que respecta a la propuesta de la Agencia 
Nacional de Vivienda de abril de 2004, en cuanto a la firma de un convenio entre esta y la Intendencia 
Municipal de Tacuarembó, que aún no se ha concretado. 


Por otro lado, en la sesión pasada -tal como los señores Senadores recordarán- estuvimos 
hablando sobre dos carpetas que también refieren a la promoción de la vivienda de interés social, las 
que habían sido presentadas en el período anterior por los ex Senadores Lamorte y Sanabria. Estas 
carpetas nunca fueron tratadas y, por tanto, no tienen informe. Por ello, lo mejor sería archivarlas por 
el artículo 163 -ya que tenemos este proyecto del Poder Ejecutivo a estudio, que es mucho más amplio 
que los otros dos- a fines de este mes y sacarlas de la agenda de los asuntos a estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 10 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


